
 
ANT.: N/A 
 
MAT.: Responde oficios 110733 y 110734, 
ambos de fecha 01 de julio de 2025. 
 

 
 
A: SEÑOR LUIS ROJAS GALLARDO 
 PROSECRETARIO  
 CAMARA DE DIPUTADAS Y DIPUTADOS 
 
DE: YERKO LJUBETIC GODOY 
 DIRECTOR  
 INSTITUTO NACIONAL DE DERECHOS HUMANOS  
 
Junto con saludar, mediante el presente, a nombre del Instituto Nacional de 

Derechos Humanos (INDH), organismo autónomo creado por la Ley 20.405.-, cuya 

misión es la promoción y protección de los derechos humanos de las personas que 

habitan el territorio de Chile, me permito otorgar respuesta a vuestra solicitud de 

información. 

 

El INDH recibió los ordinarios N°s 110733 y 110734, ambos de fecha 01 de julio de 

2025 y que versan sobre la misma materia, esto es, solicitud de información sobre 

las gestiones que se han realizado en materia de protección de las personas y las 

familias de la Región de Arica y Parinacota que están siendo desalojadas de las 

viviendas que han ocupado con subsidio del Estado, 

La Sede Regional de Arica y Parinacota del INDH, ha recibido diversas denuncias 

de personas afectadas por esta situación, y al respecto tomó la determinación de 

oficiar tanto al SERVIU como al Ministerio de Vivienda y Urbanismo, recabando 

información sobre el proceso de desalojo, pero a la vez formulando ciertas 

recomendaciones tendientes a capacitar en DDHH a los/as fiscalizadores/as y 

encargados/as del PMG de Género; además de reforzar el conocimiento de los 

derechos y obligaciones que tienen los/as usuarios/as del servicio. 

 

A fin de cumplir cabalmente con lo consultado, se acompañan a esta respuesta, los 

oficios enviados por la Sede Regional del INDH. 

 

Sin otro particular, se despide cordialmente y de antemano agradece su 

disposición,   
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                                ANT.:  No hay  

 

                                                                                  MAT.:  Solicita información que indica. 
 
 
 
DE: DIRECTORA 
 INSTITUTO NACIONAL DE DERECHOS HUMANOS 
 
A:       CARLOS MONTES CISTERNAS 
           MINISTRO 
           MINISTERIO DE VIVIENDA Y URBANISMO 
 
 
 
Junto con saludar cordialmente, como es de su conocimiento, el Instituto Nacional de 
Derechos Humanos (en adelante INDH), organismo público autónomo, tiene por misión la 
promoción, protección y defensa de los derechos humanos de las personas que habiten en 
el territorio de Chile. Nuestro mandato está establecido en la normas constitucionales y 
legales, en los tratados internacionales suscritos y ratificados por Chile y que se encuentren 
vigentes. 
 
El artículo 4 de la Ley N°20.405, faculta al INDH para solicitar la colaboración de los distintos 
órganos del Estado, pudiendo recibir todos los testimonios y obtener toda la información y 
documentos necesarios para el examen de las situaciones comprendidas en el ámbito de 
su competencia. Asimismo, el artículo 3 de la misma ley establece que el INDH podrá 
proponer a los órganos del Estado las medidas deban adoptarse para favorecer la 
protección y la promoción de los derechos humanos. 
 
En virtud de tales atribuciones, informo a usted que el INDH, a través de su sede regional 
Arica y Parinacota, ha tomado conocimiento de distintos casos que cuestionan el 
cumplimiento de los estándares de DDHH a consecuencia del actuar del SERVIU de esta 
región. 
 
En esta ocasión y solo para no extendernos a cada caso de los que ha tomado conocimiento 
el instituto, mencionaremos solo la situación de doña Julia Mena Goicochea, cédula de 
identidad N°22.120.769-6, mujer jefa de hogar, con educación incompleta, de escasos 
recursos y madre de tres hijos de 18, 11 y 4 años, único sostén financiero de su 
familia, ya que se encuentra separada de su cónyuge de quien no recibe aporte 
económico lo que la ha obligado trabajar como chofer y repartidora de huevos desde 
las 8 de la mañana hasta las 20 horas, por lo que debe estar fuera de su vivienda más allá 
de la jornada laboral de los servicios públicos. Esto sin contar que durante el periodo lectivo 
su día comienza mucho antes para poder dejar a sus hijos en el colegio. Es relevante 
destacar que su trabajo se ubica en un sector rural del valle de Azapa, denominado las 
Llosllas, lo que implica transportarse en taxis rurales con el consecuente gasto de dinero y 
tiempo.   
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Por estos motivos doña Julia calificó como beneficiaria de subsidio habitacional recibiendo 
de parte del SERVIU, el día 20 de enero de 2021, una vivienda social ubicada en calle 
Curiñanco #1235, Block C, departamento 33, Conjunto Habitacional Buena Vista, donde 
reside, vive y pernocta con sus hijos menores de edad hasta la fecha.  
 
Sin embargo, mediante Resolución Exenta N°0841, de 24 de agosto de 2023, el SERVIU 
de Arica y Parinacota excluyó a la Sra. Julia Mena de la nómina de beneficiarios del 
Programa Fondo Solidario, demandándole la restitución del inmueble a través de una 
acción reivindicatoria. 
 
Esta acción civil contiene algunos defectos de forma y fondo, además de características 
contrarias a ciertos derechos humanos como se expondrá.  
 
a.- En cuanto a la Forma. 
 
Como antecedente se debe tener presente que doña Julia Mena logró su subsidio al alero 
del Decreto Supremo N ° 49, de 2011( en adelante D.S. N°49), del Ministerio de Vivienda y 
Urbanismo, que aprueba el reglamento del programa fondo solidario de elección de 
vivienda, norma legal de orden público que en sus artículos 60 establece Obligaciones y 
Prohibiciones para los beneficiarios en razón del subsidio recibido, estableciendo que el 
subsidiado deberá habitar personalmente el inmueble y/o los miembros de su núcleo 
familiar declarado al momento de su postulación, a lo menos durante cinco años contados 
desde su entrega material. Que, para el control de este requisito el D.S. N°49 establece en 
su artículo 61 que, habiéndose aplicado el subsidio, es decir, entregada la vivienda, el 
incumplimiento de lo establecido en el artículo 60, “darán lugar a que el SERVIU exija la 
restitución de la totalidad de los dineros recibidos por concepto de subsidios, al valor de la 
Unidad de Fomento vigente a la fecha de la restitución”. 
 
Ahora bien, en el caso en comento, la demanda que realiza el SERVIU ante el Segundo 
Juzgado de Letras de Arica, Rol de causa C- 2633-2023, es la acción reivindicatoria, en 
contra de lo que la norma citada ordena expresamente. La acción ejercida por el SERVIU 
es contraria a derecho por ser inconstitucional, conforme al artículo 7mo de la Constitución 
Política de la República en el sentido que los órganos del Estado deben actuar en la 
forma que prescribe la ley. Considerando lo expuesto, el SERVIU no debió ejercer la 
acción reivindicatoria, sino que, a través del juicio ejecutivo de la ley 17.635, demandar los 
dineros que se entregaron por concepto de subsidio.  
 
Este actuar inconstitucional, y que probablemente implicará demandar la indemnización 
respectiva, se ve agravado al utilizar como fundamento de hecho de la acción civil, lo 
estipulado en la ley 17.635, de 1972, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo que establece 
normas sobre cobro ejecutivo de créditos de la corporación de la vivienda, corporación de 
servicios habitacionales, corporación de mejoramiento urbano y corporación de obras 
urbanas; procedimiento especial y que no se relaciona con la acción reivindicatoria.  
 
Dicho de otro modo, fundamenta la acción reivindicatoria de carácter civil, en el Decreto 
Supremo N °49 del 2011 y en lo que señala la ley antes citada, normas de tipo administrativo 
y especial. Es decir, confunde y mezcla normas distintas y que en caso alguno son 
compatibles.  
 
El motivo que llevó al SERVIU a realizar la acción reivindicatoria y no la acción de cobro del 
monto del subsidio entregado, es la mora que el servicio tiene en la inscripción de la 
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propiedad a nombre de la beneficiaria. En efecto, el Decreto Supremo N°49 de 2011, busca 
entregar viviendas en dominio a personas de escasos recursos. Ahora, si bien esta 
obligación recae en el gestor, entidad patrocinante o de asistencia técnica y jurídica, la 
norma indica que previo al pago por sus servicios, deberá comprobarse la inscripción de 
dominio a favor del beneficiario en el Conservador de Bienes Raíces en un plazo no superior 
a 6 meses. Esto lo dispone los artículos 54 del DS N°49 del 2011, letra e), y que, conforme 
al Párrafo IV: artículo 56, en la cual se entrega al SERVIU tanto la inspección técnica y 
normativa, así como la supervisión del cumplimiento de la inscripción antes señalada. De 
esta forma, al no estar inscrita la propiedad en la forma que señala la ley se podría colegir 
que el SERVIU está en mora de cumplir con sus obligaciones, lo que se podría interpretar 
como una falta de servicio, pudiendo constituirse en un motivo de demanda en contra del 
Estado, cuestión que ya ha ocurrido. En este sentido hacemos presente el caso de 
Antofagasta con la demanda de las 22 mujeres del condominio Portal del Sol que ganaron 
el juicio en contra del SERVIU (PROT 2455-2024) por no realizar las inscripciones de 
dominio de sus viviendas obtenidas por subsidio.1 
 
Es relevante destacar que la obra en donde se ubica el inmueble de doña Julia se entregó 
el 21 de agosto de 2020, y que, para este caso, el acta de entrega es del 20 de enero de 
2021 y que desde esa fecha hasta el 24 de agosto de 2023 no se realizó la inscripción de 
dominio, vulnerando el artículo 19, numeral 23 y 24 y el derecho a una vivienda adecuada 
como estándar de DDHH. 
 
SERVIU estaría incumpliendo la obligación de vigilar que el dominio quedase a nombre de 
la Sra. Mena como lo establece el DS N°49, de 2011 del (V y U).  Es decir, fiscalizó el uso 
de la vivienda como efectiva habitación estando en mora de cumplir la parte que la norma 
mandata. Así, se podría colegir que debido a esto se intentó la acción reivindicatoria, ya 
que, si hubiera actuado conforme a la normativa habría solicitado como debió ser, la 
restitución del subsidio y no la restitución de una inmueble que no es susceptible de 
reivindicarse. 
 
En cuanto al fondo.  
 
Como es posible leer en el libelo a que nos referimos, deducido en el Segundo Juzgado del 
Letras de Arica, Rol de causa C- 2633-2023, la acción reivindicatoria hace uso de lo 
establecido en el artículo 4, inciso 5 y siguientes de la ley N°17.635, esto es la certificación 
del incumplimiento de la obligación a que se refiere el literal ii) del artículo 1º , que establece: 
habitar el inmueble adquirido por subsidio personalmente por  el subsidiado o por 
cualquiera de los miembros de su grupo familiar declarado al momento de la 
postulación al respectivo subsidio habitacional por al menos cinco años, contados 
desde su tradición o entrega material, si ésta última fuese anterior, o no darle un uso 
principalmente habitacional; la que será realizada por un ministro de fe especialmente 
designado para estos efectos por el Servicio, por un notario público o por un oficial del 
Registro Civil, a través de tres visitas a la vivienda adquirida o construida con aplicación de 
subsidio, en días diferentes, mediando entre ellas a lo menos cinco días hábiles, en un 
período que no podrá ser inferior a dos meses.  
 
Ahora bien, se debe hacer presente que el sentido y alcance del artículo N°7 de la 
Constitución, en el sentido que los funcionarios deben actuar en la forma que 
prescribe la ley, no se refiere solamente a la ley o normas citadas, sino al debido acto 

 
1 https://www.soychile.cl/antofagasta/sociedad/2024/12/28/889418/corte-serciu-afta.html  
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de control de convencionalidad que los funcionarios públicos deben realizar en su actuar. 
Expresado de otro modo, estos ministros de fe que señala la ley 17635 deben tener 
presente, al momento de realizar la inspección a que se hace referencia, el artículo 5 de la 
Constitución el que explicita que “el ejercicio de la soberanía reconoce como limitación el 
respeto a los derechos esenciales que emanan de la naturaleza humana”, y que “Es deber 
de los órganos del Estado respetar y promover tales derechos, garantizados por esta 
Constitución, así como por los tratados internacionales ratificados por Chile y que se 
encuentren vigentes”. En este sentido deben actuar bajo el principio pro homine, lo que 
para el caso y otros que se han denunciado en el INDH, sede de Arica y Parinacota, no ha 
ocurrido. De estos otros casos nos referiremos más adelante.   
 
Continuando con el caso de doña Julia Mena, rogamos tenga presente que, al igual que 
otros beneficiarios/as del subsidio, conforme a la descripción realizada precedentemente, 
ella pertenece a grupos de especial protección con un carácter discriminatorio multifactorial, 
a saber, mujer, escasos recursos económicos, madre separada, migrante (nacionalizada) 
y trabajadora.  
 
Nuestra usuaria manifiesta que cuando se realizaron estas visitas a que se refiere la norma, 
ella no se encontraba en el departamento que hoy se está en peligro de perder.  
 
Ahora bien, es menester distinguir que un caso es no encontrarse la beneficiada cuando se 
realizaron las visitas y otro muy distinto es no habitar el inmueble, hecho que la norma exige 
en su artículo 1, inciso sexto, esto es, “Para los efectos descritos en la letra precedente, se 
entenderá incurrir en la causal antes indicada cuando la vivienda se encuentre sin 
moradores; cuando se encuentre ocupada de manera habitual, exclusiva y a cualquier 
título por moradores que no sean miembros del grupo familiar declarado por el 
beneficiario al momento de la postulación; o cuando la vivienda se destine a un uso no 
habitacional, comprendiéndose dentro de esta circunstancia su uso exclusivo como sede 
o recinto que acoja actividades comunitarias, local comercial, o algún otro uso que reporte 
beneficio pecuniario distinto de los fines para los cuales fue otorgado el subsidio”.  Son esas 
las circunstancias que el ministro de fe debe acreditar, y no, como se ha hecho, al certificar 
que en las visitas no se encontró a la beneficiaria del subsidio. 
 
Respecto a que la pretensión del SERVIU se funda en el hecho de no haber encontrado a 
la Sra. Mena en la vivienda durante las siete fiscalizaciones que se realizaron durante los 
años 2023 y 2024, es dable señalar que, la usuaria presentó justificaciones que fueron 
rechazadas por el servicio de vivienda. 
 
Apelando al principio pro homine, la acción de justificar sus ausencias da cuenta que 
efectivamente ocupa el inmueble, ya que, de otra manera, no se habría enterado de las 
visitas del ministro de fe y no habría tratado de justificar sus ausencias, cuestiones que la 
autoridad del SERVIU regional no ha considerado hasta el momento. 
 
El Decreto Supremo N°49, está al servicio de las personas y no al contrario, como al parecer 
se ha aplicado en la región, sin considerar que la vivienda adecuada es un derecho humano 
y que, en este sentido, si bien es justo quitar estas viviendas a quien incumple el artículo 
60 del DS N°49, la detección de estos casos debe hacerse con criterio fundado en los DDHH 
y, por lo tanto, atendiendo a la persona por sobre la norma.  
 
En este sentido, destacamos que doña Julia no hizo uso de las acciones administrativas 
para excusarse del hecho de no haber sido hallada en la vivienda durante las 
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fiscalizaciones, cuestión que se debe a que ignoraba la existencia de ese mecanismo y, por 
otro lado, tiene dificultades para comprender los procedimientos administrativos. Asegura 
que no la encontraron en las fiscalizaciones porque ella todos los días está fuera trabajando 
en el Valle de Azapa (Km 7 Las Llosllas), va con sus hijos en un vehículo prestado 
vendiendo huevos porque no tiene dónde dejarlos cuando no están en la escuela. Hasta 
hace poco tiempo atrás, trabajaba desde las 8:30 hasta las 21 horas, pero debido a las 
fiscalizaciones de SERVIU pidió cambio de horario y ahora trabaja desde las 5 hasta las 19 
horas. Respecto al bajo monto de las cuentas afirma que trata de ahorrar al máximo, señala 
que incluso usa el agua de la lavadora para trapear el piso, todas circunstancias que el 
SERVIU habría descartado de plano, sin verificar su veracidad y sin importarle la realidad 
humana de la beneficiaria, lo que no se debe permitir en materia de DDHH a que está 
obligado el Estado de Chile. 
 
Efectos morales en la beneficiada. 
 
En lo personal, doña Julia afirma que esta situación la tiene muy angustiada ya que no tiene 
otro lugar dónde vivir con sus hijos. Muestra decepción por la representación de la CAJTA 
ya que considera que no tomaron en cuenta los argumentos y antecedentes que aportó 
para demostrar que habita la vivienda y que realmente la necesita. Manifiesta que le cuesta 
entender las explicaciones que le han entregado los abogados. En efecto, durante la 
entrevista en la sede regional del INDH, se ha observado que efectivamente tiene dificultad 
para comprender algunas preguntas o la información sobre su caso.  
 
Sobre otros casos que el INDH ha recibido en Arica.  
 
Tanto en el caso de la Sra. Julia Mena, como en otros, el INDH ha tenido la oportunidad de 
revisar los antecedentes. En este sentido, se ha observado que ya sea en los 
procedimientos administrativos como en los judiciales, SERVIU se ha negado a aceptar las 
justificaciones que exhiben las personas titulares del subsidio, cuenten o no con medios de 
prueba, procediendo posteriormente a verse interpelados por juicios ejecutivos que 
pretenden la restitución del subsidio o la vivienda, forzando a las familias, de escasos 
recursos, vulnerables, a buscar representación judicial. No siempre han contado con la 
posibilidad de ser asistidos por la Corporación de Asistencia Judicial, por lo que han debido 
endeudarse para acceder a la defensa de la tenencia de sus viviendas.  En las últimas dos 
semanas, hemos sabido de por lo menos 15 familias que debieron comprometerse a pagar 
honorarios que fluctúan entre los dos y seis millones de pesos, en juicios que se 
desarrollarán en las cortes de nivel local.  

A mayor abundamiento, es fundamental señalarle que, desde el año 2020 la sede regional 
del INDH Arica y Parinacota se encuentra recibiendo este tipo de casos, que afectan 
fundamentalmente a mujeres jefas de hogar de escasos recursos y personas 
pertenecientes al pueblo indígena aymara, altamente vulnerables.  

Que, en el marco de los procesos de fiscalización, observamos ciertas brechas que las 
afectan especialmente para mantener el subsidio habitacional. Durante el año en curso 
(2025), la sede regional ha registrado 15 casos de esta misma naturaleza atendidos por la 
sede regional del INDH, que afirman no conocer de qué se trata el derecho a solicitar la 
Exención de las Fiscalizaciones y menos aún conocer cómo se realiza esa gestión. 

Asimismo, en 2019 se ha advertido que, que el año 2019, el Ministerio de Vivienda y 
Urbanismo lanzó una campaña para recuperar viviendas SERVIU mal utilizadas, que 
invitaba a la población a denunciar estos hechos, que podría contribuir a la generación de 
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abusos e injusticias, en lugar de fortalecer procesos de fiscalización institucional, objetivos, 
justos y adecuados. 

Estándares internacionales  
 
Para finalizar, desde el marco general de los derechos humanos, detallamos a continuación 
los estándares internacionales del derecho a la vivienda adecuada: 

 
El derecho a la vivienda adecuada, ha sido reconocido por un amplio abanico de 
instrumentos universales y regionales, entre ellos, la Declaración Universal de Derechos 
Humanos (Art. 25.1); la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre 
(Artículos XI y XXIII); la Convención Americana sobre Derechos Humanos (Art. 26); 
Convención sobre los Derechos del Niño (Art. 27.1; incisos 2 y 3); Convención Internacional 
sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial (Art. 5.e.iii), el Convenio 
169 sobre Pueblos Indígenas y Tribales de la OIT (Artículos 7.1, 13 y 19) y el Pacto 
Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales PIDESC (Artículo 11). 
 
El párrafo 1 del artículo 11 del PIDESC establece que los Estados “reconocen el derecho 
de toda persona a un nivel de vida adecuado para sí y su familia, incluso alimentación, 
vestido y vivienda adecuados, y a una mejora continua de las condiciones de existencia". 
Reconocido así, el derecho humano a una vivienda adecuada tiene una importancia 
fundamental para el disfrute de todos los derechos económicos, sociales y culturales2. 
 
El Relator Especial de Naciones Unidas sobre vivienda adecuada ha señalado que esta 
“constituye la base de la estabilidad y la seguridad de los individuos y las familias. Es el 
centro de nuestra vida social, emocional y a veces económica y debería ser un santuario 
donde vivir en paz, con seguridad y dignidad”. Para que una vivienda sea adecuada, uno 
de los requisitos es la “Seguridad de la tenencia: la vivienda no es adecuada si sus 
ocupantes no cuentan con cierta medida de seguridad de la tenencia que les garantice 
protección jurídica contra el desalojo forzoso, el hostigamiento y otras amenazas”.3 
 
Además, la Resolución aprobada por el Consejo de Derechos Humanos el 19 de junio de 
2020 (43/14) sobre la vivienda adecuada como elemento integrante del derecho a un nivel 
de vida adecuado, y el derecho de no discriminación a este respecto, exhorta a los Estados 
a que “i) Garanticen la igualdad de la mujer en el derecho a una vivienda adecuada como 
componente del derecho a un nivel de vida adecuado en todos los aspectos de las 
estrategias de vivienda, entre otras formas mediante la igualdad de acceso al crédito, las 
hipotecas, la propiedad de la vivienda y la vivienda de alquiler, tengan debidamente en 
cuenta la seguridad de esa vivienda, especialmente cuando las mujeres y los niños se 
enfrentan a cualquier forma de violencia o amenaza de violencia (…)4. 
 
En relación con los NNA que puedan resultar vulnerados, la Convención de los Derecho del 
Niño establece en su Artículo 27 que “1. Los Estados Partes reconocen el derecho de todo 
niño a un nivel de vida adecuado para su desarrollo físico, mental, espiritual, moral y social. 
2. A los padres u otras personas encargadas del niño les incumbe la responsabilidad 
primordial de proporcionar, dentro de sus posibilidades y medios económicos, las 

 
2 CDESC. El derecho a una vivienda adecuada (art. 11). Observación general Nº4. E/1991/23, 13 diciembre 

1991, párr.1. 
3 https://www.ohchr.org/es/special-procedures/sr-housing/human-right-adequate-housing 
4 https://documents.un.org/doc/undoc/gen/g20/164/14/pdf/g2016414.pdf 
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condiciones de vida que sean necesarias para el desarrollo del niño. 3. Los Estados Partes, 
de acuerdo con las condiciones nacionales y con arreglo a sus medios, adoptarán medidas 
apropiadas para ayudar a los padres y a otras personas responsables por el niño a dar 
efectividad a este derecho y, en caso necesario, proporcionarán asistencia material y 
programas de apoyo, particularmente con respecto a la nutrición, el vestuario y la vivienda”.5 

Además, el artículo 3 de la Convención sobre los Derechos del Niño obliga a “las 
instituciones públicas o privadas de bienestar social, los tribunales, las autoridades 
administrativas o los órganos legislativos” a velar que el interés superior del niño se tome 
como consideración primordial en todas las medidas que afecten a los niños. El Comité de 
los Derechos del Niño ha establecido que el “objetivo del concepto de interés superior del 
niño es garantizar el disfrute pleno y efectivo de todos los derechos reconocidos por la 
Convención y el desarrollo holístico del niño”. Este principio tiene una triple dimensión6:  

- Derecho sustantivo: “el derecho del niño a que su interés superior sea una 
consideración primordial que se evalúe y tenga en cuenta al sopesar distintos 
intereses para tomar una decisión sobre una cuestión debatida, y la garantía de que 
ese derecho se pondrá en práctica siempre que se tenga que adoptar una decisión 
que afecte a un niño, a un grupo de niños concreto o genérico o a los niños en 
general. El artículo 3, párrafo 1, establece una obligación intrínseca para los 
Estados, es de aplicación directa (aplicabilidad inmediata) y puede invocarse ante 
los tribunales”. 

- Principio jurídico: “Si una disposición jurídica admite más de una interpretación, se 
elegirá la interpretación que satisfaga de manera más efectiva el interés superior del 
niño”. 

- Norma de procedimiento: “el proceso de adopción de decisiones deberá incluir una 
estimación de las posibles repercusiones (positivas o negativas) de la decisión en 
el niño o los niños interesados. La evaluación y determinación del interés superior 
del niño requieren garantías procesales. Además, la justificación de las decisiones 
debe dejar patente que se ha tenido en cuenta explícitamente ese derecho. En este 
sentido, los Estados partes deberán explicar cómo se ha respetado este derecho en 
la decisión, es decir, qué se ha considerado que atendía al interés superior del niño, 
en qué criterios se ha basado la decisión y cómo se han ponderado los intereses 
del niño frente a otras consideraciones, ya se trate de cuestiones normativas 
generales o de casos concretos 

 

Por lo anteriormente expuesto, le solicitamos tenga a bien, considerar dar respuesta 
a las solicitudes de información y atender a las recomendaciones que se proponen a 
continuación: 

 

a.- Solicitudes de información.: 

Sobre la Recuperación de Viviendas por contravención del artículo 60 del DS N°49.  

 
5 https://www.ohchr.org/sites/default/files/Documents/ProfessionalInterest/crc_SP.pdf 
6  Comité de los Derechos del Niño, Observación General N°14 sobre el derecho del niño a que su interés 

superior sea una consideración primordial (artículo 3, párrafo 1), 2013 
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¿El Ministerio de Vivienda y Urbanismo continúa implementando la campaña de 
recuperación de viviendas mal utilizadas?;  

¿Existe algún Plan de Mejoramiento a la Gestión o Meta asociado a la recuperación de las 
viviendas mal utilizadas? 

¿Cuántas viviendas SERVIU “mal utilizadas” ha recuperado SERVIU bajo el mecanismo 
judicial de juicios ejecutivos en la comuna de Arica y en la región de Arica y Parinacota y 
bajo qué fundamentos? 

Dichas recuperaciones de viviendas ¿a cuántos titulares de subsidios ha afectado?, Por 
favor, desagregue la respuesta, indicando el género de la persona y si pertenece a alguna 
población de especial protección como Pueblos Indígenas; Personas Mayores y Personas 
con Discapacidad. 

Sobre las Fiscalizaciones señaladas en la ley N°17.635. 
 
¿Cuál es la finalidad específica de las Fiscalizaciones?;  
¿Existe un protocolo de fiscalización de las viviendas? 
¿Qué perfil tienen las/os Fiscalizadores o Ministros de Fe que establece la Ley 17.635? 
¿Cuáles son los límites a las interpretaciones arbitrarias en los que pueden incurrir los 
funcionarios/as que ejercen las labores fiscalizadoras? 
¿Quiénes revisan la veracidad y/o solidez de las justificaciones y medios de prueba 
presentados por los usuarios/as del subsidio habitacional? 
¿Por qué algunos funcionarios/as al momento de efectuar la fiscalización sólo buscan hallar 
al titular y no se verifica la presencia del resto del grupo familiar en la vivienda? Tal como 
lo señala el Artículo 60 del Decreto N°49 7 y el Artículo 1, letra ii) de la Ley 17.635. 

Sobre la revisión de los antecedentes que entregan los o las titulares del subsidio 
para justificar su ausencia durante la fiscalización. 

¿Qué lineamientos ha entregado el Ministerio en la revisión de los antecedentes para que 
él o la funcionaria determine que la justificación presentada por el o la usuaria no da 
cumplimiento a la exigencia que exige la normativa? 

¿Cómo se ponderan los medios de prueba de habitabilidad que presentan las personas? 

¿Cuándo los y las testigos tienen validez frente al SERVIU? 
 
Sobre el derecho a ser informado de sus derechos que tienen los beneficiarios de 
subsidio SERVIU.  

Considerando la diversidad de la población que postula al subsidio habitacional, las 
dificultades cognitivas de la población, los niveles educacionales y otras características que 
pueden incidir en la comprensión de las obligaciones y los procedimientos institucionales: 

¿Cómo SERVIU ha procurado informar a la población sobre sus obligaciones y derechos y 
fundamentalmente sobre los procedimientos administrativos que deben realizar para 
solicitar la Exención? 

 

 
7 “En razón del subsidio recibido, la vivienda que se construya o adquiera de conformidad a este reglamento, deberá ser habitada 

personalmente por el beneficiario del subsidio y/o miembros de su núcleo familiar declarado al momento de su postulación, a lo menos 

durante cinco años contados desde su entrega material” 
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b. Propuestas de mejora: 

Se recomienda: 

Gestionar un trabajo colaborativo entre el INDH y SERVIU, conformando mesas de trabajo 
entre ambas instituciones, con la finalidad de revisar procedimientos de fiscalización u otros, 
vistos desde los estándares de DDHH. 

Capacitar en estándares de DDHH a los funcionarios y funcionarias que hayan sido 
designados como fiscalizadores o ministro de fe, los que estén a cargo de la revisión de los 
antecedentes que aportan las familias para justificar sus ausencias en los procedimientos 
de fiscalización y quienes sean encargados del PMG de Género. 

Que SERVIU identifique las brechas y barreras que experimentan las mujeres jefas de 
hogar para cumplir con la normativa del servicio, específicamente las que se vinculan a los 
procedimientos de fiscalización y que constituyen una amenaza a la tenencia de la vivienda, 
diseñando un Plan de Mejoramiento (PMG de Género). 

Atendiendo a la diversidad poblacional usuaria de SERVIU y a que existen serios problemas 
de comprensión lectora en la población en general, se propone que los Prestadores de 
Servicios de Asistencia Técnica  refuercen los procesos de comprensión de las 
obligaciones, los derechos y los procedimientos administrativos contenidos en las 
normativas de SERVIU, a través de talleres participativos, que entrenen a los usuarios/as 
en ejercicios prácticos para abordar diversas situaciones que les puedan afectar, 
contribuyendo a facilitar la incorporación de tan relevante información. 

En el caso particular de la Sra. Julia Mena, en atención a lo expuesto en el presente oficio, 
se le solicita a Ud. reconsiderar la decisión adoptada en relación al subsidio de la 
beneficiaria, revocarla y, en definitiva, proceder a solicitar la inscripción del inmueble a su 
nombre en el registro de propiedad del Conservador de Bienes Raíces de Arica, todo ello 
conforme a las disposiciones del DS N°49. 

 

Para los efectos de dar respuesta el presente oficio, dejamos a su disposición los correos 
electrónicos de la profesional Paz Gallardo pgallardo@indh.cl y de quien suscribo 
ccontreras@indh.cl , Directora del INDH. 

 

Sin otro particular, se despide cordialmente, 
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